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I. Disposiciones generales

MINISTERIO DE HACIENDA
11533 REAL DECRETO LEGISLATIVO 2/2000, de 16

de junio, por el que se aprueba el texto refun-
dido de la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas.

La disposición final única, apartado 2, de la
Ley 53/1999, de 28 de diciembre, por la que se modifica
la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las
Administraciones Públicas, autoriza al Gobierno para que
en el plazo de seis meses a partir de su publicación
en el «Boletín Oficial del Estado» elabore un texto refun-
dido de la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas, incluyendo la facultad de regularizar, aclarar
y armonizar los textos legales, al que se incorporen las
modificaciones que en el texto de la Ley de Contratos
de las Administraciones Públicas se introducen por la
propia Ley 53/1999, antes citada y por la disposición
adicional primera de la Ley 9/1996, de 15 de enero,
por la que se adoptan medidas extraordinarias, excep-
cionales y urgentes en materia de abastecimientos
hidráulicos como consecuencia de la persistencia de la
sequía; por el artículo 2 de la Ley 11/1996, de 27 de
diciembre, de Medidas de Disciplina Presupuestaria; por
los artículos 72, 148 y 149 de la Ley 13/1996, de 30
de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del
Orden Social; por el artículo 77 de la Ley 66/1997,
de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas
y del Orden Social; por el artículo 56 de la Ley 50/1998,
de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas
y del Orden Social, y por el artículo 30 de la
Ley 46/1998, de 17 de diciembre, sobre introducción
del euro.

Por otra parte, la Decisión de la Comisión Euro-
pea (1999/C 379/08), publicada en el «Diario Oficial
de las Comunidades Europeas», número C 379, de 31
de diciembre, y reflejada en la Orden del Ministro de
Hacienda de 10 de febrero de 2000, impone nuevas
alteraciones en el texto de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas al tener que ser sustituidas,
a partir del 1 de enero de 2000, las cifras que figuran
en la misma, para aplicación de las Directivas comu-
nitarias y del Acuerdo sobre Contratación Pública de
la Organización Mundial del Comercio, por las cifras que
en euros, derechos especiales de giro y pesetas se incor-
poran a las disposiciones reseñadas. Además, el artícu-
lo 30 de la Ley 46/1998, de 17 de diciembre, sobre
introducción del euro, establece que, desde el 1 de enero
de 1999 hasta el 31 de diciembre del año 2001, los
importes monetarios utilizados como expresiones finales
en las normas que a partir de dicha fecha se dicten,
deberán hacer constar a continuación el importe equi-
valente en la unidad de cuenta euro al tipo de conversión.

Además, la facultad de regularizar, aclarar y armonizar
los textos legales que se refunden justifican otras modi-
ficaciones que se inspiran en diversos criterios, tales
como la introducción de determinadas precisiones ter-
minológicas y aclaraciones del texto que tienen como
finalidad contribuir a la aclaración de sus preceptos, corri-
giendo errores de concordancia, ajustando la numera-
ción de los artículos, y coordinando los preceptos y las
remisiones y referencias entre artículos.

En consecuencia, se ha elaborado un texto refundido
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas,
que se incorpora como anexo a este Real Decreto Legis-
lativo y que tiene por objeto, en cumplimiento del man-
dato legal, recoger las modificaciones que han quedado
detalladas.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Hacienda,
de acuerdo con el Consejo de Estado y previa delibe-
ración del Consejo de Ministros en su reunión del día 16
de junio de 2000

D I S P O N G O :

Artículo único.

Se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos
de las Administraciones Públicas que se inserta a con-
tinuación.

Disposición derogatoria única.

Quedan derogadas todas las disposiciones de igual
o inferior rango que se opongan a la presente Ley y,
en particular, las siguientes:

1. La Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos
de las Administraciones Públicas.

2. La Ley 53/1999, de 28 de diciembre, por la que
se modifica la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Con-
tratos de las Administraciones Públicas, excepto su dis-
posición adicional segunda, que conserva su vigencia

3. La disposición adicional primera de la
Ley 9/1996, de 15 de enero, por la que se adoptan
medidas excepcionales y urgentes en materia de abas-
tecimientos hidráulicos como consecuencia de la per-
sistencia de la sequía.

4. El artículo 2 de la Ley 11/1996, de 27 de diciem-
bre, de Medidas de Disciplina Presupuestaria.

5. Los artículos 72, 148 y 149 de la Ley 13/1996,
de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas
y del Orden Social.

6. El artículo 77 de la Ley 66/1997, de 30 de
diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del
Orden Social.

7. El artículo 56 de la Ley 50/1998, de 30 de
diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del
Orden Social.
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Disposición final única.

El presente Real Decreto Legislativo y el texto refun-
dido que aprueba entrarán en vigor el día siguiente al
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 16 de junio de 2000.
JUAN CARLOS R.

El Ministro de Hacienda,
CRISTÓBAL MONTORO ROMERO

ANEXO

Texto refundido de la Ley de Contratos
de las Administraciones Públicas

LIBRO I

De los contratos de las Administraciones
Públicas en general

TÍTULO I

Disposiciones generales

CAPÍTULO I

Del ámbito de aplicación de la Ley

Artículo 1. Ámbito de aplicación subjetiva.

1. Los contratos que celebren las Administraciones
públicas se ajustarán a las prescripciones de la presente
Ley.

2. Se entiende por Administraciones Públicas a los
efectos de esta Ley:

a) La Administración General del Estado.
b) Las Administraciones de las Comunidades Autó-

nomas.
c) Las entidades que integran la Administración

Local.

3. Deberán asimismo ajustar su actividad contrac-
tual a la presente Ley los organismos autónomos en
todo caso y las restantes entidades de derecho público
con personalidad jurídica propia, vinculadas o depen-
dientes de cualquiera de las Administraciones públicas,
siempre que en aquéllas se den los siguientes requisitos:

a) Que hayan sido creadas para satisfacer especí-
ficamente necesidades de interés general que no tengan
carácter industrial o mercantil.

b) Que se trate de entidades cuya actividad esté
mayoritariamente financiada por las Administraciones
públicas u otras entidades de derecho público, o bien,
cuya gestión se halle sometida a un control por parte
de estas últimas, o cuyos órganos de administración,
de dirección o de vigilancia estén compuestos por miem-
bros más de la mitad de los cuales sean nombrados
por las Administraciones públicas y otras entidades de
derecho público.

4. Lo dispuesto en los apartados anteriores se
entiende sin perjuicio de lo establecido en la disposición
final primera.

Artículo 2. Adjudicación de determinados contratos de
derecho privado.

1. Las entidades de derecho público no compren-
didas en el ámbito definido en el artículo anterior que-

darán sujetas a las prescripciones de esta Ley relativas
a la capacidad de las empresas, publicidad, procedimien-
tos de licitación y formas de adjudicación, respecto de
los contratos en los que concurran los siguientes requi-
sitos:

a) Que se trate de contratos de obras y de contratos
de consultoría y asistencia y de servicios relacionados
con los primeros, siempre que su importe, con exclusión
del Impuesto sobre el Valor Añadido, sea igual o superior
a 891.521.645 pesetas (5.358.153 euros equivalentes
a 5.000.000 de derechos especiales de giro), si se trata
de contratos de obras, o a 35.660.846 pesetas (214.326
euros equivalentes a 200.000 derechos especiales de
giro), si se trata de cualquier otro contrato de los men-
cionados.

b) Que la principal fuente de financiación de los con-
tratos proceda de transferencias o aportaciones de capi-
tal provenientes directa o indirectamente de las Admi-
nistraciones Públicas.

2. Quedan sujetos a las prescripciones a que se
refiere el apartado anterior los contratos de obras de
la clase 50, grupo 502, de la Nomenclatura General
de Actividades Económicas de las Comunidades Euro-
peas (NACE), los de construcción relativos a hospitales,
equipamientos deportivos, recreativos o de ocio, edificios
escolares o universitarios y a edificios de uso adminis-
trativo, y los contratos de consultoría y asistencia y de
servicios que estén relacionados con los contratos de
obras mencionados, cuando sean subvencionados direc-
tamente por la Administración con más del 50 por 100
de su importe, siempre que éste, con exclusión del
Impuesto sobre el Valor Añadido, sea igual o superior
a 831.930.000 pesetas (5.000.000 de euros), si se trata
de contratos de obras, o a 33.277.200 pesetas (200.000
euros), si se trata de cualquier otro contrato de los
mencionados.

Artículo 3. Negocios y contratos excluidos.

1. Quedan fuera del ámbito de la presente Ley:
a) La relación de servicio de los funcionarios públi-

cos y los contratos regulados en la legislación laboral.
b) Las relaciones jurídicas derivadas de la prestación

por parte de la Administración de un servicio público
que los administrados tienen la facultad de utilizar
mediante el abono de una tarifa, tasa o precio público
de aplicación general a los usuarios.

c) Los convenios de colaboración que celebre la
Administración General del Estado con la Seguridad
Social, las Comunidades Autónomas, las Entidades loca-
les, sus respectivos organismos autónomos y las res-
tantes entidades públicas o cualquiera de ellos entre sí.

d) Los convenios de colaboración que, con arreglo
a las normas específicas que los regulan, celebre la Admi-
nistración con personas físicas o jurídicas sujetas al dere-
cho privado, siempre que su objeto no esté comprendido
en los contratos regulados en esta Ley o en normas
administrativas especiales. Quedarán asimismo exclui-
dos de la presente Ley los convenios que sean conse-
cuencia del artículo 296 del Tratado Constitutivo de la
Comunidad Europea.

e) Los acuerdos que celebre el Estado con otros
Estados o con entidades de derecho internacional públi-
co.

f) Los contratos de suministro relativos a actividades
directas de los organismos autónomos de las Adminis-
traciones públicas de carácter comercial, industrial, finan-
ciero o análogo, si los bienes sobre los que versan han
sido adquiridos con el propósito de devolverlos, con o
sin transformación, al tráfico jurídico patrimonial, de
acuerdo con sus fines peculiares, y siempre que tales
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I.    Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO
 18874 LEY 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del 

Sector Público.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo 

vengo en sancionar la siguiente Ley.
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Articulo 5. Calificación de los contratos.
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Artículo 26. Contenido mínimo del contrato.
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Artículo 39. Arbitraje.
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Artículo 42. Perfil de contratante.
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3. En el caso de que un tercero trate datos persona-
les por cuenta del contratista, encargado del tratamiento, 
deberán de cumplirse los siguientes requisitos:

a) Que dicho tratamiento se haya especificado en el 
contrato firmado por la entidad contratante y el contra-
tista.

b) Que el tratamiento de datos de carácter personal 
se ajuste a las instrucciones del responsable del trata-
miento.

c) Que el contratista encargado del tratamiento y el 
tercero formalicen el contrato en los términos previstos 
en el artículo 12.2 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre.

En estos casos, el tercero tendrá también la considera-
ción de encargado del tratamiento.

Disposición adicional trigésimo segunda.

Las Agrupaciones europeas de cooperación territorial 
reguladas en el Reglamento (CE) número 1082/2006 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, 
cuando tengan su domicilio social en España, ajustarán la 
preparación y adjudicación de sus contratos a las normas 
establecidas en esta Ley para los poderes adjudicadores.

Disposición adicional trigésimo tercera. Régimen de 
contratación de los órganos de los Territorios Históri-
cos del País Vasco.

Las Diputaciones Forales y las Juntas Generales de los 
Territorios Históricos del País Vasco ajustarán su contrata-
ción a las normas establecidas en esta Ley para las Admi-
nistraciones Públicas.

Disposición transitoria primera. Expedientes iniciados y 
contratos adjudicados con anterioridad a la entrada 
en vigor de esta Ley.

1. Los expedientes de contratación iniciados antes 
de la entrada en vigor de esta Ley se regirán por la norma-
tiva anterior. A estos efectos se entenderá que los expe-
dientes de contratación han sido iniciados si se hubiera 
publicado la correspondiente convocatoria del procedi-
miento de adjudicación del contrato. En el caso de proce-
dimientos negociados, para determinar el momento de 
iniciación se tomará en cuenta la fecha de aprobación de 
los pliegos.

2. Los contratos administrativos adjudicados con 
anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley se 
regirán, en cuanto a sus efectos, cumplimiento y extin-
ción, incluida su duración y régimen de prórrogas, por la 
normativa anterior.

Disposición transitoria segunda. Fórmulas de revisión.

1. Hasta que se aprueben las nuevas fórmulas de 
revisión por el Consejo de Ministros adaptadas a lo dis-
puesto en el artículo 79, seguirán aplicándose las aproba-
das por el Decreto 3650/1970, de 19 de diciembre; por el 
Real Decreto 2167/1981, de 20 de agosto, por el que se 
complementa el anterior, y por el Decreto 2341/1975,
de 22 de agosto, para contratos de fabricación del Minis-
terio de Defensa.

2. En todo caso, transcurrido un año desde la entrada 
en vigor de esta Ley sin que se hayan aprobado las nue-
vas fórmulas, la aplicación de las actualmente vigentes se 
efectuará con exclusión del efecto de la variación de pre-
cios de la mano de obra.

Disposición transitoria tercera. Determinación de cuan-
tías por los departamentos ministeriales respecto de 
los Organismos autónomos adscritos a los mismos.

Hasta el momento en que los titulares de los departa-
mentos ministeriales fijen la cuantía para la autorización 
establecida en el artículo 292.5 será de aplicación la canti-
dad de 900.000 euros.

Disposición transitoria cuarta. Registros de licitadores.

1. Reglamentariamente se regulará el funciona-
miento del Registro Oficial de Licitadores y Empresas 
Clasificadas del Estado, y se determinará el momento a 
partir del cual estará operativo, subsistiendo, hasta enton-
ces, los registros voluntarios de licitadores que se hubie-
ran creado hasta la entrada en vigor de la presente Ley 
conforme a lo dispuesto en la disposición adicional deci-
moquinta del Texto Refundido de la Ley de Contratos de 
las Administraciones Públicas, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, así como el 
Registro Oficial de Empresas Clasificadas.

2. Durante el plazo de seis meses desde la puesta en 
funcionamiento del Registro Oficial de Licitadores y 
Empresas Clasificadas del Estado, la capacidad de los 
empresarios podrá seguir acreditándose ante los órganos 
de contratación de la Administración General del Estado y 
sus Organismos públicos mediante los certificados expe-
didos por los Registros voluntarios de licitadores corres-
pondientes a su ámbito, cuyo contenido podrá ser trasla-
dado al Registro de Licitadores y Empresas Clasificadas 
del Estado conforme al procedimiento y con los requisitos 
que se establezcan reglamentariamente.

Disposición transitoria quinta. Determinación de los casos 
en que es exigible la clasificación de las empresas.

El apartado 1 del artículo 54, en cuanto determina los 
contratos para cuya celebración es exigible la clasifica-
ción previa, entrará en vigor conforme a lo que se esta-
blezca en las normas reglamentarias de desarrollo de esta 
Ley por las que se definan los grupos, subgrupos y cate-
gorías en que se clasificarán esos contratos, continuando 
vigente, hasta entonces, el párrafo primero del apartado 1 
del artículo 25 del Texto Refundido de la Ley de Contratos 
de las Administraciones Públicas.

Disposición transitoria sexta. Régimen transitorio de los 
procedimientos de adjudicación de los contratos no 
sujetos a regulación armonizada celebrados por enti-
dades que no tienen el carácter de Administración 
Pública.

1. A partir de la entrada en vigor de la Ley, y en tanto no 
se aprueben las instrucciones internas a que se refiere el 
artículo 175.b), los poderes adjudicadores que no tengan el 
carácter de Administraciones Públicas se regirán, para la 
adjudicación de contratos no sujetos a regulación armoni-
zada, por las normas establecidas en el artículo 174.

2. Estas normas deberán igualmente aplicarse por 
las restantes entidades del sector público que no tengan 
el carácter de Administraciones Públicas para la adjudica-
ción de contratos, en tanto no aprueben las instrucciones 
previstas en el artículo 176.3.

Disposición transitoria séptima. Aplicación anticipada 
de la delimitación del ámbito subjetivo de aplicación 
de la Ley.

1. Hasta la entrada en vigor de esta Ley, las normas 
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 
Texto Refundido aprobado por el Real Decreto Legislati-
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Disposición final undécima. Habilitación para el desarrollo 
reglamentario.

Se habilita al Gobierno para, en el ámbito de sus com-
petencias, dictar las disposiciones necesarias para el 
desarrollo y aplicación de lo establecido en esta Ley.

Disposición final duodécima. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor a los seis meses de 
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado», salvo la 
disposición transitoria séptima, que entrará en vigor el 
día siguiente al de la publicación.

Por tanto,

Mando a todos los españoles, particulares y autorida-

des, que guarden y hagan guardar esta Ley.

Madrid, 30 de octubre de 2007.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 
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